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    PRESENTACIÓN


    El presente volumen no pretende ser un libro erudito, un exponente de la doctrina científica reservado para unos pocos, sino un libro dirigido al ciudadano, con una intensa carga crítica acompañada de alternativas. Un libro amargo y ácido salido de un profundo descontento con la realidad política circundante y de una serie de reflexiones, espaciadas en el tiempo, en las que mucho ha tenido que ver la experiencia institucional del autor. Pero también es un libro abierto a la esperanza, reflejada en las propuestas finales, que de ser asumidas mejorarían extraordinariamente el clima nebuloso de la política española percibida con desconfianza por los ciudadanos.


    En un principio, quise resumir una serie de reflexiones conectadas a los acontecimientos políticos, libres de citas y documentación, frescas y directas. Incluso hice una primera redacción sencilla dentro de este propósito: un centenar de páginas que quizás debiera haber dado a la prensa en su momento. No supe contenerme y, poco a poco, aumentaron con el tiempo la documentación, las reflexiones y el grosor de la obra. El resultado ha sido el libro que el lector tiene en sus manos, que al principio pretendió ser una rápida narración crítica con propuestas alternativas a la realidad política y a las instituciones democráticas de nuestro país, y que ahora se ha transformado en un libro de mayor alcance. Creo, no obstante, que, a pesar de la hinchazón, el libro sigue siendo primordialmente un libro del ciudadano para el ciudadano, un revulsivo de la vida política de nuestro entorno y una apelación fuerte al protagonismo ciudadano.


    Se han escrito grandes libros de filosofía política y jurídica, sacados de la experiencia personal o biografía política de sus autores. En realidad, una buena parte de los grandes libros son reflejo de la vida de sus protagonistas. Algunos de ellos dejaron inconclusas sus obras maestras para participar directamente en los acontecimientos políticos de su época. Marx no pudo acabar El Capital, presionado por las luchas partidistas, y Lenin nunca terminó El Estado y la Revolución, apremiado por los desvelos de la Revolución bolchevique que no le dejaba un respiro para la escritura. El libro que tiene el lector ante sí no es uno de esos grandes libros de la Historia de las ideas políticas y del Derecho, pero sí es un libro que en gran parte se construye con la vida pública de su autor —la sencilla vida pública de unos ciudadanos que se topan con las instituciones del Estado democrático—, en el que las reflexiones derivan de la experiencia institucional y las propuestas finales de una nueva sociedad dimanan con facilidad de las reflexiones críticas sobre las instituciones. Un libro dividido en dos apartados: crítica de las instituciones democráticas y propuesta para una nueva democracia y una nueva ciudadanía. Dos apartados complementarios y sincronizados. Con perfecto desarrollo lógico y cronológico: los hechos suscitan reflexiones y las reflexiones unas propuestas cara al futuro.


    Contiene dos objetivos en la línea de una reforma de la democracia española. Un objetivo a corto plazo: la asunción de reformas puntuales de las instituciones democráticas por los poderes públicos, es decir, de las propuestas concretas que se formulan en los capítulos de la primera parte, denominada Crítica de las instituciones democráticas, cada uno de los cuales se dedica al estudio de las carencias y defectos de una institución concreta de nuestro sistema democrático. Un objetivo a largo plazo: la asimilación por la sociedad de una propuesta de mayor calado, desarrollada en la segunda parte, Un nuevo proyecto de democracia y ciudadanía, como es la renovación del tipo de ciudadano y de la democracia al uso de las democracias parlamentarias y representativas hoy dominantes en el marco de las sociedades avanzadas. Solo con el cumplimiento de este segundo objetivo se producirá un verdadero cambio en la sociedad civil, que repercutirá favorablemente en la organización política.


    El primer objetivo es más fácil de conseguir, ya que los partidos políticos se han pronunciado a favor de algunas de las propuestas consignadas en nuestra Crítica de las instituciones democráticas. También el partido en el Gobierno, que tiene una ocasión bordada al disfrutar de mayoría absoluta en el Parlamento, cuyo programa electoral contenía algunas de las citadas iniciativas de reforma institucional. Pero los ciudadanos ya sabemos que los partidos no son creíbles y que se mueven alrededor del inestable mercado del voto. El segundo objetivo es más difícil, porque comporta una renovación en la sociedad de gran profundidad: la sustitución de la monopolizadora democracia representativa por una verdadera democracia ciudadana: conjunción de la democracia representativa, la democracia directa y la democracia participativa, en la que converjan nuevos instrumentos de toma de decisiones políticas directamente por los ciudadanos y la creación de grupos de ciudadanos de acción política, al margen de las instituciones y los partidos políticos.


    El segundo objetivo supone una apelación directa a los ciudadanos para que dejen de ser políticamente apáticos y pasivos y se conviertan en responsables ciudadanos activos, una llamada a los ciudadanos de perfil para que se transformen en ciudadanos de frente. Decían los socialistas utópicos que era necesaria una reforma moral previa de los ciudadanos para que se produjera un cambio en los regímenes políticos, y algunos intentaban esta reforma moral en comunidades apartadas de la sociedad. Nuestro objetivo es una reforma moral dentro de la sociedad, no fuera de ella, a través de ciudadanos con espíritu cívico que quieran asumir el papel de protagonistas políticos, formando grupos de ciudadanos de acción política.


    He tenido un exquisito cuidado en ser imparcial en la vía de los ejemplos, que no pueden faltar en un libro de estas características, con alusiones equilibradas a las actividades de los distintos partidos, aunque lógicamente el mayor número se refiere a los partidos mayoritarios con experiencia de gobierno en el Estado (PSOE y PP).


    Aunque una publicación de esta naturaleza, ciertamente ambiciosa, presupone muchas lecturas y cuantiosas reflexiones del autor, he incluido tan solo la bibliografía citada en el texto. Las largas listas bibliográficas son hoy innecesarias, al ser fácilmente accesibles en las obras de referencias y en las bases de datos informatizadas.


    El presente libro tuvo una primera versión con la coautoría del profesor Luis de la Rasilla, que redactó un último capítulo sobre ecociudadanía y acción política ecociudadana. El lector comprobará que esta nueva versión, revisión y ampliación de la anterior, goza de una extraordinaria actualidad.
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    CAPÍTULO I

    DIVISIÓN E INDEPENDENCIA DE LOS PODERES PÚBLICOS:

    MITO Y RETÓRICA



    1. EL MITO DE LA DIVISION E INDEPENDENCIA DE LOS PODERES PÚBLICOS DEL ESTADO


    «División e independencia de poderes» son bellas expresiones que se atribuyen con exceso a Montesquieu por parte de quienes no conocen bien la historia de este concepto político. Montesquieu fue un eslabón más de una larga lista de teóricos de la política, que comienza en la Inglaterra del siglo XVII. Por otra parte, Montesquieu no habla propiamente de separación de poderes, sino de equilibrio de los mismos en el marco de unas consentidas interferencias de unos respecto a otros: un contrapeso de poderes, que tenía su reflejo sociológico en el contrapeso de la monarquía, la nobleza y el pueblo llano. Era, con todo, mucho decir en la Francia de la primera mitad del XVIII, aún dominada por la monarquía absoluta de los Luises, antes de la explosión revolucionaria, en tanto que Inglaterra había hecho ya su revolución parlamentaria casi un siglo antes. Montesquieu tuvo una doble fortuna de la que no gozaron otros teóricos de la división de los poderes del Estado: la reiteración de sus ideas por los ilustrados franceses de la segunda mitad del siglo XVIII y la inclusión de una de las frases paradigmáticas de su obra fundamental, El espíritu de las leyes, en el mismísimo texto articulado de la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano, de 1789, quizás el texto jurídico más importante del Siglo de las Luces.


    La división de poderes, consagrada en fórmulas semánticas variadas —armonía, independencia, no interferencia...— pasó a las constituciones liberales como uno de los pilares básicos, como un marco normativo general dentro del cual era posible el respeto a los derechos y garantías de las personas y la sustanciación del Estado de Derecho. Era el principio jurídico que hacía más visible el modelo político de la democracia parlamentaria frente a la monarquía absoluta caracterizada por la concentración de todos los poderes públicos en manos del monarca.


    En pocas cuestiones de alta política se produce tanto desajuste entre la validez formal y la eficacia de las normas como en la cuestión de la división de los poderes públicos. Últimamente, algunos políticos se han referido a Montesquieu como un marginado de la política: Montesquieu ha muerto. Porque, aunque se le tenga respeto, un respeto de autoridad consagrada, es un hecho que a Montesquieu le llega solo el bello ropaje de las constituciones, pero no la real práctica del Derecho y la política de nuestro tiempo.


    Es verdad que en importantes artículos de la Constitución española, como otros artículos de constituciones de la misma familia, se consagra la división de los poderes públicos. Así el art. 97 atribuye al Gobierno la función ejecutiva, el art. 66.2 la potestad legislativa a las Cortes y el art. 117.3 la potestad jurisdiccional a los jueces y tribunales. Otros preceptos constitucionales detallan las competencias de estas funciones y potestades, en las que ahora no entramos. Como afirma E. Espín, hay una «efectiva recepción en el plano jurídico formal de nuestra Constitución de 1978 del principio de la separación de poderes» (1985, 177). También es verdad que a la doctrina —los filósofos del Derecho y de la Política, los constitucionalistas, los juristas en general— se le llena la boca cuando habla del Estado de Derecho de nuestro sistema político y de que uno de los principios de este modelo estatal es el de la división e independencia de los poderes públicos. Libros con una visión técnica de este asunto son muy numerosos. Pero la cosa no suele pasar de estos extremos. Ya en la legislación podemos encontrar claros supuestos contrarios a esta independencia de los poderes: legislación sobre la composición, designación y funcionamiento de importantes instituciones del país. Veamos los supuestos y ámbitos de la interferencia de unos poderes del Estado sobre la independencia de otros.


    2. LA INTERFERENCIA DEL PODER LEGISLATIVO EN EL PODER JUDICIAL


    Se habla mucho del fenómeno de la «politización de la justicia», que quiere expresar que los partidos políticos, directamente o a través de sus hombres colocados en las instituciones, interfieren en las decisiones de los jueces. La independencia de los jueces se resiente ante estas presiones externas; presiones que están tanto menos justificadas cuanto que provienen de los otros poderes públicos.


    La politización de la justicia es un fenómeno distinto de la ideologización o politización personal de las decisiones judiciales, lo que quiere decir que el juez, a la hora de resolver los conflictos de derecho, no puede evitar la aplicación de criterios políticos personales, la filosofía política de su propia persona, de la que, mal que le pese, no puede desprenderse en el acto de valorar hechos y circunstancias y de aplicar las normas de derecho para resolver los conflictos. Para evitar la proyección de estos criterios, el juez tendría que ser de otra naturaleza distinta a la humana. El juez debe pretender que sus decisiones estén libres de otros criterios distintos de los jurídicos, pero no puede evitar (o no puede evitarlo en grado extremo) que algunos de estos criterios se posesionen de él en su función de juzgar. La ideologización y, en este marco general, la proyección de criterios políticos sobre las decisiones judiciales es, podríamos asegurar, un hecho natural inevitable.


    L. Ferrajoli (1973, II, 106), en la época en que era uno de los baluartes del uso alternativo del derecho en Italia, llegaba a decir algo más: la propia defensa de un juez apolítico es ya una suerte de política; el juez que se muestra aséptico, neutro, incontaminado, esto es, apolítico, está haciendo involuntariamente política, la política del statu quo, de la consagración como válidos de los criterios políticos dominantes en el sistema político en el que trabaja. Los teóricos del uso alternativo del derecho en Italia partían de tres presupuestos, que he analizado en otro lugar (1997, 366-369): la falta de neutralidad de una ciencia jurídica pretendidamente pura, el carácter político de un postulado de apoliticidad defendido por el juez y la legitimidad de una interpretación alternativa del derecho. Cada uno de estos presupuestos deriva uno de otro. La consecuencia última es que el juez no es —no puede ser— inocente políticamente, aunque lo pretenda.


    La politización de la justicia es algo bien distinto al hecho natural de los criterios políticos personales de los jueces vertidos en su enjuiciamiento de los hechos y resoluciones; no es un hecho natural, sino un fenómeno pretendido desde las esferas del poder, consistente en interferir en la independencia e imparcialidad de los jueces al inmiscuirse los partidos políticos en la esfera de su actuación. La máxima politización viene de la posibilidad de que la interferencia llegue hasta la misma selección de los jueces para ocupar los cargos de máxima responsabilidad de la justicia, porque difícilmente pueden juzgar con libertad de espíritu quienes deben sus cargos judiciales a los partidos políticos. Agradecimiento obliga.


    En nuestro país, esta máxima interferencia contraria a la independencia del poder judicial se produce al más alto nivel de las relaciones entre el Parlamento y la Administración de Justicia. Los parlamentarios designan por el sistema de cupo de los partidos a los miembros del Consejo General del Poder Judicial y son estos miembros, partidistamente designados, quienes, a su vez, designan a los altos jueces del país, a quienes ocupan los más altos cargos de la Justicia. En efecto, el art. 112 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, ordena que el Congreso y el Senado, respectivamente, designen a cuatro vocales entre abogados y juristas, de reconocida competencia y con más de 15 años en el ejercicio de su profesión, y a seis vocales entre jueces y magistrados de todas las categorías y órdenes.


    Por su parte, el Consejo General del Poder Judicial hace la propuesta por tres quintas partes del presidente del Tribunal Supremo y de dos magistrados del Tribunal Constitucional y la propuesta de los magistrados del Tribunal Supremo, de los presidentes y magistrados (art. 107 de la Ley 6/1985).


    La designación de los miembros del Consejo General del Poder Judicial por los parlamentarios suscitó un clamor en la doctrina y la opinión pública, porque una mal entendida «democratización» de la justicia escondía, como caballo de Troya, un atentado al principio de separación de los poderes del Estado. El Tribunal Constitucional no declaró inconstitucional la reforma de 1985 en este punto, pero advirtió intuitivamente de un riesgo: que los puestos a cubrir «se distribuyan entre los partidos en proporción a su fuerza parlamentaria» (STC 108/1986, f.j. 13). Riesgo que se ha convertido en permanente realidad. Incluso un cambio parcial reciente en la designación, que permite a los jueces la elección de una terna sobre la que definitivamente decidirán los parlamentarios, no ha impedido el acostumbrado mercadeo de candidatos en función de las cuotas de cada partido en el Parlamento. Un cambio formal para consolidar la misma realidad.


    El resultado ha sido la politización del Consejo General producida en un doble plano: la interferencia de los partidos políticos en el nombramiento, a la que ya me he referido, y la autocensura de los jueces que aspiren, como es natural, a alcanzar un alto puesto en la magistratura. Un testigo de primera fila, P. Andrés Ibáñez, lo resume así: «El CGPJ es una institución fuertemente deslegitimada ante sus gobernados, los jueces, dada la designación político-partidista de todos sus componentes... Toda posibilidad de acceso desde la condición de juez al órgano de gobierno pasa por despertar el interés, o por la obtención de la confianza de un partido político» (1997, 947).


    También designan los parlamentarios a ocho de los doce magistrados del Tribunal Constitucional de la siguiente manera: cuatro magistrados por el Congreso y otros tantos por el Senado, en ambos casos por las tres quintas partes de los miembros de cada cámara, según exige el art. 159.1 de la Constitución. La selección de los cuatro miembros restantes del Tribunal Constitucional no soluciona, sino que en cierta manera empeora la mediatización del órgano de justicia más emblemático, que por su condición de intérprete nato de la Constitución debería tener garantizada su independencia. En efecto, dos de estos miembros son designados, sin más, por el Gobierno (con lo que a la interferencia del Legislativo se une la del Ejecutivo, menos justificada evidentemente que aquélla) y los otros dos son designados por el Consejo General del Poder Judicial (que ya hemos visto es un órgano totalmente interferido, a su vez, por el Legislativo).


    Con lo que los jueces de más relevancia deben, en último caso, sus puestos a los partidos políticos, que confían en ellos y por ello les designan, hasta el punto de que en el argot político se clasifican a los jueces según sus dependencias (jueces del PSOE, del PP, de IU, de CIU, etcétera). Es fácil, por ejemplo, hacer ahora mismo la lista de los nombres de componentes de altas instituciones judiciales, que «pertenecen» a cada partido político. Los medios de comunicación bien que lo airean. Sería interesante constatar la equivalencia entre el sentido de las decisiones de los altos jueces y la línea ideológica de los partidos a los que deben sus cargos; cometido de un trabajo de campo de sociología de la judicatura que está por hacer en nuestro país.


    Esta dependencia de los jueces respecto a los partidos políticos designantes no es meramente circunstancial o brumosa; en los grandes asuntos, en las grandes controversias entre los partidos, hemos podido observar —y los medios se hacen eco de ello— cómo los jueces de cada bando partidista se reúnen y toman posturas conjuntamente.


    He utilizado la expresión «designación» para referirme al modo en el que son seleccionados los miembros del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional, y la he utilizado a sabiendas, porque realmente se trata de una designación y no de una elección, como dice y quiere la legislación. Es verdad que se produce una elección formal con mayoría cualificada de los miembros de ambas instituciones, pero esta elección no es sino el ropaje o cobertura solemne y obligada de la designación que por cupo o cuota hacen las ejecutivas de los partidos políticos de los miembros que les interesan (es decir, que encuentran afines a sus intereses de partido o que, en todo caso, no van a realizar actuaciones contrarias a los mismos). El cupo quiere decir que cada partido hace la designación de los miembros que le corresponde en virtud del grado de presencia que posee en el Parlamento; debe haber, en consecuencia, una equivalencia entre el número de diputados de cada partido y el número de miembros de las instituciones judiciales designados por el partido (salvo alguna excepción).


    La interferencia del poder legislativo en el ámbito del poder judicial llega hasta la práctica de la pantouflage, término francés reiterado por los sociólogos del poder, que significa el trasvase constante de las mismas élites de unas a otras esferas del poder (v. gr., de la esfera del poder económico a la del poder político). Hemos tenido ocasión de ver repetidas veces cómo algunos diputados, en algún caso incluso portavoz de un grupo parlamentario, se han sentado sin rubor en los asientos del Consejo General del Poder Judicial, pasando del poder legislativo al poder judicial sin más problemas. De esta habitual interferencia no se ha librado prácticamente ninguno de los partidos, estatales o nacionalistas, grandes o pequeños. Lógicamente, en la lista de honor figuran los partidos mayoritarios, el PSOE y el PP. Pero ni siquiera está a salvo el partido que más ha predicado contra los vicios de esta práctica de trasvase: IU. Un conocido diputado y presidente del PASOC, formación política de IU, también formó parte de las filas del órgano rector del poder judicial.


    Al problema de la politización de las altas instituciones de nuestro país se añade el mal funcionamiento precisamente debido a la politización, cuando la institución es receptiva y se resiente de los conflictos de intereses de los partidos políticos. En enero de 2011 la presidenta saliente del Tribunal Constitucional se lamentó «del notorio retraso de más de tres años en la renovación del tribunal» y de que esto daba lugar a «un grave incumplimiento de la Constitución». Que los partidos políticos no se pongan de acuerdo en la designación cooptativa de una lista de miembros afines o al menos no molestos (para los intereses partidistas) lleva al ciudadano a la convicción de que no son los intereses de la justicia y la ley los que prevalecen. El Tribunal Constitucional se convierte en un órgano sospechoso.


    Ante la crítica de esta interferencia de los parlamentarios en el seno del Consejo General del Poder Judicial, otros han dicho que es justificable en la medida en que este órgano no desarrolla propiamente funciones jurisdiccionales, sino meramente administrativas. La réplica tendría sentido si fueran tan solo funciones administrativas y no de gobierno y disciplinarias; máxime cuando las actuaciones de gobierno llegan al punto de la designación de quienes ocupan los puestos más altos de la judicatura, teniendo el Consejo General del Poder Judicial las llaves de la carrera judicial, y cuando la potestad disciplinaria es un control del comportamiento de los jueces.


    También en los momentos iniciales de la reforma legal, que convirtió a los parlamentarios (y a los partidos políticos a través de ellos) en dueños de la designación de los miembros del referido Consejo, algunos saludaron alegremente la reforma con la cantinela de que los representantes del pueblo designaban a los rectores del poder judicial, sin advertir que era peor la sumisión de un poder a otro que el predicado corporativismo de los jueces, precisamente en las fechas en que la judicatura se rejuvenecía intensamente y se hacía ideológicamente plural. Y más tarde, cuando no paran de crecer las voces exigiendo una reforma que impida la falta de independencia del Consejo, todavía algunos siguen sosteniendo la conveniencia de mantener las cosas como están. Entre otros, L. López Guerra defiende la extracción parlamentaria de los miembros del Consejo, «compuesto por miembros que tengan, de una u otra forma, un vínculo con la representación de la voluntad popular» (1996, 253). Su argumento: el Consejo hace política judicial, y por lo tanto debe ser políticamente responsable.


    Se operaba un contrasentido: se sometía al poder judicial con la acusación de un corporativismo que estaba desapareciendo y cuando los acusadores comenzaban a dar ante la opinión pública claras muestras de sus actitudes corporativistas como profesionales de la política. Un partido con mayoría absoluta en el Parlamento pretendió y consiguió la sumisión del poder que debe ser independiente y que, desde entonces, permanece ante la opinión pública en una situación de evidente deterioro. Un partido verdaderamente democrático y partidario del Estado de Derecho y sus principios (entre ellos, el de la división y autonomía de los poderes del Estado) debería haber seguido otro camino: el fomento de la pluralidad dentro del poder judicial, que se imponía de suyo con la incorporación de nueva e intensa savia (como así ha sido); nunca el camino opuesto: la conversión del poder judicial en un poder esclavo de las instancias de los partidos políticos y de sus intereses de parte, cuando debe mantenerse independiente de las partes (los partidos) que intervienen en la escena política.


    3. LA INTERFERENCIA DEL PODER LEGISLATIVO EN LOS ÓRGANOS DE CONTROL PARLAMENTARIOS


    De esta interferencia de los partidos políticos al más alto nivel tampoco se salvan los órganos parlamentarios de control externo, el Defensor del Pueblo y el Tribunal de Cuentas, tanto en el plano del Estado como en el de las Comunidades Autónomas. El Defensor del Pueblo del Estado es designado por las tres quintas partes del Congreso y el Senado, en primera convocatoria, a propuesta de la Comisión mixta Congreso-Senado (art. 2 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo). Semejantes trámites se exigen en la designación de los defensores de las Comunidades Autónomas. E igualmente en la designación del presidente del Tribunal de Cuentas. Ambos órganos reciben diversas denominaciones en las Comunidades Autónomas.


    También en estas instituciones de supervisión y control de la legalidad vigente, en materias tan importantes como los derechos y libertades fundamentales (Defensor del Pueblo) y los contratos, presupuestos y gastos en el sector público (Tribunal de Cuentas), los partidos exigen su cupo y designan a quienes proporcionalmente les corresponden en comandita con otros partidos. Y también en estas instituciones se ha practicado la pantouflage. Hemos podido comprobar cómo importantes hombres de partido, que en el momento de la designación desempeñaban responsabilidades políticas, dejaban su cargo público de gobierno para sin el mínimo rubor, al parecer, desempeñar funciones parajudiciales de supervisión y control.


    El caso más sonado quizás sea el de la intención de designar al hermano del ahora ex presidente del Gobierno, José María Aznar, para el puesto de Adjunto al Defensor del Pueblo del Estado, que no me parece tan alarmante comparado con otros, a pesar de la disfunción (o, al menos, reservas) que puede provocar que un hermano del presidente tenga que entender sobre denuncias contra el propio Gobierno del presidente u otros gobiernos y gobernantes del partido que dirige. Me parece un caso más alarmante el producido en la institución del Defensor del Pueblo de Andalucía, donde no solo se reformó la ley de esta institución con la única mira de ampliar el número de Adjuntos al Defensor (de dos a tres) para permitir que todos los partidos del Parlamento andaluz tuvieran «su» designado en la institución, sino que además, y a continuación, nuestros parlamentarios tampoco sintieron el menor apuro, haciendo la competencia a los parlamentarios estatales, en designar a hombres de partido que hasta el día anterior ocupaban cargos de gobierno en el Ayuntamiento de Sevilla: un concejal del PP para el cargo de Adjunto primero al Defensor y un concejal del PA para el cargo de Adjunto segundo al Defensor.


    Tampoco se escapa de las anteriores consideraciones el nombramiento de Enrique Múgica para el cargo de Defensor del Pueblo del Estado. Los medios saludaron en general con simpatía este nombramiento, porque contra la práctica habitual de los Gobiernos socialistas era la primera vez que el Gobierno proponía a un militante del partido de la oposición. Pero esto no basta, ya que el gesto se queda en terreno propio, en la casa de los partidos, y la cuestión es la de nombrar a una persona no adscrita a partido político alguno para garantizar su independencia e imparcialidad. Con todos los respetos para el militante Múgica, había muchas otras personas cualificas y libres de los lastres de la profesión política, donde podría haber mirado el presidente del Gobierno Aznar, promotor de la propuesta. El candidato, crítico en las filas de su propio partido, habría estado a la altura de su biografía política, renunciando al cargo.


    La gravedad de la mediatización del Defensor del Pueblo deriva de dos circunstancias:


    a) Los Adjuntos al Defensor son designados por el propio Defensor, previa conformidad de las Cámaras (art. 8 de la referida Ley 3/1981, del Defensor del Pueblo);


    b) Los Adjuntos al Defensor forman parte de la institución del Defensor y realizan por delegación o ausencia todas las competencias del Defensor del Pueblo. Dada la importancia funcional de los Adjuntos y el procedimiento legal de su designación, la lógica de la independencia de la institución demandaría que los Adjuntos fueran designados por el Defensor, oyendo a las cámaras parlamentarias. El procedimiento real seguido por los parlamentarios es el contrario, violentando las competencias del Defensor: son los parlamentarios, siguiendo el sistema de cupo de los partidos políticos, quienes designan al Defensor y le imponen a sus Adjuntos, ejercitando un tácito acuerdo que se expresa así: «Si quienes ser Defensor del Pueblo, tienes que aceptar los Adjuntos que te exigimos; de lo contrario, no te designamos». Los defensores, lamentablemente y hasta la fecha, claudican ante este directo atentado parlamentario a su independencia, permitiendo que los partidos políticos se posesionen de una institución que defiende los derechos de los ciudadanos contra las Administraciones Públicas, gobernadas por los mismos partidos políticos.


    En pocas palabras, se puede afirmar que con las bendiciones del Parlamento, cuyos miembros personalizan el poder legislativo y son cadena de transmisión de los intereses de los partidos políticos, quienes ayer desempeñaban la alta función parlamentaria de dictar leyes o de gobernar en las Administraciones Públicas, hoy se visten, sin más, las manglas de miembro del Consejo General del Poder judicial, de consejero del Tribunal de Cuentas, de Defensor del Pueblo o de Adjunto al Defensor del Pueblo.


    4. LA INTERFERENCIA DEL PODER EJECUTIVO EN EL PODER JUDICIAL


    La interferencia del poder ejecutivo en el poder judicial no es presentable, ni defendible desde la doctrina. El poder ejecutivo no tiene la aureola de la representación popular, que adorna al poder legislativo, y que, como hemos visto antes, justificaría su intromisión, o al menos el control, en las esferas de otros poderes. Además de carecer de esta aureola de la representación, el poder ejecutivo administra y gobierna, y es precisamente en estas actividades donde tiene lugar la vulneración de las normas y los derechos de los ciudadanos, para cuya custodia se ha creado el poder judicial. Lo que quiere decir que no hay razones jurídicas para pretender alguna interferencia del poder ejecutivo en el poder judicial.


    Sin embargo, a pesar de la ausencia de razones, se ha hecho presente en el debate científico de nuestro país y en los propósitos de importantes políticos la teoría del no enjuiciamiento de los actos políticos del Gobierno, es decir, de una clase de actos distintos del Gobierno y la Administración ordinarios, los actos de la alta política, en los que pueden estar implicados importantes intereses sociales o de las instituciones del Estado, como la misma seguridad. En este caso, la interferencia del Ejecutivo es por obstrucción, impidiendo al poder judicial desarrollar sus competencias. Se ha defendido esta independencia del Ejecutivo del control del poder judicial en virtud de la naturaleza de estos actos y de la representación, que al menos indirectamente ostenta el Gobierno, salido de las urnas y votos de los ciudadanos. Expresado de otra manera más directa: en la alta política, la de los actos políticos del Gobierno, el Gobierno no debe ser controlado.


    E. García de Enterría (1997, 59) ha salido en varias publicaciones al paso de esta teoría, insistiendo en que la representación popular no la tiene el Gobierno, sino la ley, y que esta ley vincula a todos los poderes públicos, y es el poder judicial quien vigila que sea cumplida por particulares y por los poderes públicos. El Gobierno, en cualquiera de sus actos, está sujeto al control de la ley y de los jueces. No acepta la existencia de dos zonas en el Gobierno: una zona jurídica, en la que los jueces pueden entrar, y otra política, reservada al Gobierno, en la que los jueces no pueden interferir. García de Enterría se opone a quienes piensan que los conceptos jurídicos indeterminados, como el «interés general», tienen que ser interpretados políticamente por el Gobierno y no ser enjuiciados por los jueces.


    De la misma opinión es, entre otros, L. López Guerra, quien afirma que el Gobierno no tiene «una esfera de acción libre atribuida al órgano» (1988, 26) y E. Cobreros (1991, 168), para quien todos los actos del Gobierno, todos, son jurídicos, están en el Derecho y pueden ser recurridos; lo difícil —asegura— es la catalogación y separación de los actos administrativos y los actos políticos del Gobierno.


    Introduciendo las opiniones de los juristas anteriores en el ámbito de la Teoría General del Derecho, diríamos que no admiten la existencia de un espacio jurídico vacío en el campo de las actuaciones del Gobierno; todos sus actos son jurídicos y, consiguientemente, controlables, bien por la jurisdicción contencioso-administrativa o por la jurisdicción constitucional.


    Otra faceta de la interferencia deriva del abuso de la crítica a los jueces; no de la crítica a sus decisiones, que siempre está permitida, sino del abuso interesado de esta crítica. La crítica a las actuaciones de los jueces desde el lado de diputados y altos gobernantes de nuestro país ha sido incesante y desmedida. No ha faltado cuando una decisión judicial ha afectado a los intereses concretos de los partidos políticos (incluso cuando la decisión ha sido una sentencia del Tribunal Supremo, como se pudo ver en el caso Filesa, en el que este tribunal ha condenado a penas de privación de libertad a determinados políticos del PSOE), hasta el punto de que algunos jueces se han visto en la necesidad de solicitar el amparo de sus órganos superiores de gobierno. Algunos destacados políticos de nuestro país, con altas funciones de representación parlamentaria o de gobierno en el Estado o las Comunidades, se han convertido en verdaderos francotiradores al acecho de determinadas decisiones de los jueces; y algunos jueces se han convertido en el blanco habitual de sus disparos. El ciudadano, el simple ciudadano, que ve y contempla lo que sucede y reflexiona en consecuencia, no puede dejar de advertir que algo malo pasa en la política, cuando los políticos atacan a los jueces y los jueces piden amparo. Que no respeta cada uno las competencias de los demás, que no se observan las reglas del juego político, que no hay consideración de unos para otros son expresiones que, jurídicamente, se traducen en la falta de autonomía e independencia de los poderes públicos.


    5. LA INTERFERENCIA DEL PODER EJECUTIVO EN EL PODER LEGISLATIVO


    Una de las funciones clásicas del Parlamento es el control del Gobierno, cabeza del poder ejecutivo. Sin embargo, esta función está muy limitada por el juego de las mayorías parlamentarias, como hace ya bastante tiempo precisaran Duverger o Leibholz. No es el Parlamento quien controla al Gobierno, sino el Gobierno al Parlamento. Un nuevo caso de interferencia: la del poder ejecutivo respecto al legislativo. Frente a este hecho real, que desmiente la bella teoría del control parlamentario de los libros de texto, poco cuentan las preguntas de control que, de vez en cuando, los parlamentarios dirigen a los miembros del Gabinete, las comisiones de investigación u otros medios de control parlamentario del Gobierno.


    Cuando la mayoría parlamentaria es absoluta, el control parlamentario es inexistente, porque se produce una estrecha connivencia entre el Gobierno y su mayoría parlamentaria. Tiene lugar un proceso de gubernamentalización de esta mayoría. Es, entonces, cuando acontece lo que se ha llamado el rodillo parlamentario (que no es propiamente de la mayoría absoluta parlamentaria, sino del Gobierno a través de esta mayoría, que hace las veces de cadena de transmisión y ejecución de sus iniciativas). El Gobierno promueve leyes que, sin la aceptación o escasa aceptación de enmiendas de la oposición, se convierten fácilmente y en poco tiempo (si al Gobierno le urge) en leyes promulgadas.


    Cuando la mayoría parlamentaria no es absoluta en el Parlamento, la función controladora de esta institución respecto al Gobierno es mayor que en el caso anterior, pero nunca es una función de control libre sino dependiente de la correlación de fuerzas de los partidos en el Parlamento y de las componendas entre ellos. El Gobierno tendrá que transigir en función de los pactos de los partidos, que condicionarán, a su vez, la libertad de debate en el Parlamento, convertido en un lugar a término, donde se sustancian decisiones tomadas fuera de él.


    6. LA INTERFERENCIA DEL PODER EJECUTIVO EN EL MINISTERIO FISCAL


    Quizás la interferencia más acusada y más visible sea la del Gobierno en relación con la figura del Fiscal General del Estado, que ejerce la jefatura única y la representación del ministerio fiscal. Éste tiene a su cargo la vigilancia del respeto al Derecho y a las instituciones constitucionales, el ejercicio de acciones penales y civiles, la independencia de los tribunales, las garantías de los derechos de las personas, la intervención en toda clase de procesos y la defensa de los intereses públicos y sociales, entre otras importantes funciones. Son funciones tan relevantes que se imponen de suyo la independencia y autonomía de la institución. La falta de estas cualidades haría la interferencia más grave en esta institución que en otras, por ser menos justificada y más preciosos los derechos y garantías encomendados al ministerio fiscal. Sin embargo, en España el Fiscal General es designado por el Gobierno, con el único trámite previo de la audiencia del Consejo General del Poder Judicial.


    Los casos más visibles de la improcedencia de esta designación tienen lugar cuando las actuaciones del Fiscal General se dirigen contra políticos del Gobierno o políticos de la oposición al Gobierno, en cuyo descrédito —quizás— pudiera estar interesado el Gobierno. Es razonable pensar que no debe sentirse a gusto el Fiscal General cuando tiene que actuar contra políticos, a cuyo jefe debe su cargo..., y tampoco contra los adversarios políticos de dicho jefe. Los medios nos ofrecen casos ilustrativos, semana tras semana. Escojamos una. En la segunda semana de marzo de 1998, el ministerio fiscal interesaba suplicatorios al Congreso de los Diputados para proceder contra varios senadores del partido en el Gobierno, el PP, y denunciaba al senador y presidente de la Diputación de Guadalajara, perteneciente al mismo partido, ante el Tribunal Supremo; en las mismas fechas, el Fiscal General del Estado avalaba el recurso del fiscal contra la concesión por la Generalitat de Cataluña del tercer grado a favor de dos condenados por el caso Filesa, pertenecientes al partido de la oposición.


    Uno de los casos más ilustrativos es el de la larga peripecia de un ministro de la Presidencia del Gobierno en un Gobierno del PSOE, que en sucesivas etapas fue Fiscal General del Estado, a instancia del citado Gobierno, y miembro del Consejo General del Poder Judicial, a instancia del grupo parlamentario del PSOE. La pregunta es obvia: ¿con qué independencia e imparcialidad pudo actuar este «ministro-fiscal general-miembro del órgano rector del poder judicial»? ¿O acaso este triple mandatario tenía la facultad de triplicar (no desdoblar) su personalidad según las sillas en las que se sienta para gobernar a la orden de un partido político, perseguir a los delincuentes (algunos de ellos destacados políticos) y administrar justicia? ¿Qué libertad de criterio pudo asistir a este Fiscal General del Estado, militante y ministro de un partido político, en la instrucción del caso GAL, donde estaban implicados compañeros de partido y de gabinete de Gobierno?


    Esta interferencia gubernamental es grave por varias razones.


    1) La designación del Fiscal General del Estado se hace a propuesta del Gobierno. El art. 29 del Estatuto de la institución, siguiendo al art. 124.4 de la Constitución, expresa «El Fiscal General del Estado será nombrado y cesado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído previamente el Consejo General del Poder Judicial». El citado Consejo tan solo ejerce un trámite de audiencia, sin que su informe sea vinculante para el Gobierno. El control del Gobierno sobre la máxima autoridad del ministerio fiscal no puede ser más intenso, puesto que está libre de interferencias.


    En las designaciones efectuadas por el Parlamento, hemos visto que se tenía en cuenta el sistema de cupos y que los parlamentarios de diversos partidos efectuaban la designación por cooptación, con la mediación de otros parlamentarios y partidos. Sin embargo, en la designación del Fiscal General del Estado no hay cooptaciones.


    2) El ministerio fiscal realiza unas funciones que atañen tanto al buen funcionamiento del sistema jurídico y sus instituciones y al respeto al Derecho y a la ley como a los derechos y garantías de las personas. El art. 3 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal señala hasta 15 importantes funciones de este órgano. De ahí la gravedad de la mediatización y falta de independencia y autonomía de este órgano, que perjudicaría el buen hacer protector del mismo. A más relevantes funciones, más daño si estas funciones son interferidas.


    3) A las funciones relevantes del ministerio fiscal acompaña la rigidez jerárquica de esta institución. El Fiscal General es uno de los órganos más rígidos de la Constitución, del que se proclama la unidad de actuación y la dependencia jerárquica (art. 124.2 de la Constitución) y al que se cataloga como jefe único y representante del ministerio fiscal en todo el territorio del Estado (art. 22 del Estatuto del Ministerio Fiscal). Podría decirse que el ministerio fiscal coincide con el Fiscal General del Estado o que el órgano coincide con la persona. El Fiscal General personaliza al ministerio fiscal y lo controla plenamente en el ámbito interno.


    En consecuencia, la mediatización del Fiscal General adquiere grandes consecuencias, dado que las órdenes y consignas de este órgano son ejecutadas a machamartillo por todos los integrantes del ministerio fiscal en todo el territorio del Estado.


    4) La figura del fiscal, como cualquier órgano de la justicia, se hace muy visible a los ciudadanos, quienes contemplan el mundo del Derecho reflejado en los procesos de los medios de comunicación y se topan con el Derecho frecuentemente desde el lado sancionatorio. Al ciudadano le resulta familiar la figura del fiscal, como la del juez; ve al fiscal como el vigilante necesario, sin el cual no habría orden en la sociedad y los delincuentes camparían por sus respetos (con más éxito del que ya de por sí tienen a pesar de las actuaciones de los fiscales y los jueces).


    Pero también perciben que los políticos y gobernantes hacen caso omiso de las leyes, van a lo suyo y frecuentemente caen en las tentaciones de la corrupción (que siempre está al acecho y próxima) al manejar tanto dinero público. Por ello, a muchos ciudadanos, inflados sus sentidos con tantas noticias de corrupción traídas, día a día, por la prensa, la televisión, la radio, la conversación de los amigos, etcétera, la designación del Fiscal General del Estado por el máximo gobernante del país no puede producirle otra cosa que una sonrisa socarrona.


    La reforma del estatuto del ministerio fiscal para facilitar la independencia del Fiscal General del Estado es la asignatura pendiente de todos los gobiernos; todos aseguran reformarlo en la oposición, pero se olvidan de ello cuando acceden al gobierno. En los momentos actuales, la marginación de esta reforma necesaria se produce a la vez que crece la criminalidad política (de los políticos incriminados judicialmente), mostrando claros signos de complicidad de quienes podrían efectuar la reforma. La lectura ciudadana de la situación es la de que precisamente porque aumenta esta área de criminalidad política, es por lo que la designación del Fiscal General del Estado debiera producirse al margen de los políticos.


    También se aduce que la estructura y el funcionamiento del ministerio fiscal español siguen las directrices del Derecho comparado de la institución. No es cierto. En Italia, no existen los principios de jerarquía y dependencia de nuestro país, ni tampoco una persona es el jefe único y representante de la institución en todo el territorio, sino que hay varios procuradores generales por distrito y en el mismo plano. En Austria, tampoco es designado por el Gobierno directamente el máximo órgano de la fiscalía sino por una comisión en la que intervienen miembros del Gobierno y miembros de la carrera fiscal. Podría continuar con la lista de los ejemplos.


    7. DIVISIÓN DE PODERES Y PERVERSIÓN INSTITUCIONAL DEL PRINCIPIO REPRESENTATIVO


    Los hechos han demostrado que se ha producido una perversión del sentido y finalidad de los preceptos constitucionales y legislativos, que exigen una mayoría cualificada para la elección de importantes cargos públicos. Dado que esta mayoría persigue el máximo consenso posible de los partidos sobre candidatos, ese alto consenso debería suscitarse justamente por sus cualidades personales. Pero los partidos sustituyen el consenso universal responsable por una serie de consensos parciales compartidos en la práctica política, al repartirse sin más y según su cuota de representación los cargos a proveer, en cuya selección cuentan las afinidades políticas y no los méritos propios de los designados. Es la política del pragmatismo, de la ayuda recíproca en la obtención de la prebenda sin reparar en los medios del vecino que coopta con nosotros. Yo no pongo obstáculos a los tuyos, si tú no te metes con los míos. Hoy por ti y por mí.


    La gran perversión se produce porque la persecución de global consenso unitario se suplanta por consensos sectoriales partidistas. Se sustituye el consenso global hacia un mismo objeto estimable para todos —el conjunto de los candidatos seleccionados— por una pluralidad de consensos sobre objetos particulares —los candidatos de cada partido—. Se cambia el universalismo del mérito de los candidatos por el faccionalismo de las afinidades de los candidatos de cada partido. El faccionalismo se coloca en el lugar del pretendido universalismo y la afinidad en el del mérito del candidato.


    La gran perversión se origina porque se emplea un principio político donde no corresponde. Se aplica el principio representativo a la institución de la Justicia, que por su naturaleza no debe asumirlo. El poder judicial, víctima de las cuotas de los partidos políticos, no debería sufrir este principio representativo en su composición, sino gozar del único principio que le corresponde: el de la independencia; y el resto de los poderes públicos, comenzando por el legislativo, debería tener especial cuidado en proveer con sus normas las condiciones y medios para conseguir este único principio, en vez de doblegarle y ponerle a sus pies en el momento decisivo de la elección de sus miembros


    
8. EL PARTIDO POLÍTICO:

    GRAN JACOBINO DE NUESTRA ÉPOCA CONTRA LA DIVISIÓN E INDEPENDENCIA DE LOS PODERES PÚBLICOS



    El fundamento de esta manera de actuar e interferir, de que nuestros parlamentarios, mediatizados por los partidos políticos, se posesionen de cargos que corresponden o debieran corresponder a otros poderes separados e independientes, aparte de otras consideraciones, deriva del reverdecimiento de la vieja teoría jacobina del poder político. El jacobinismo, defendido por la importante facción de los jacobinos, es una construcción de la evolución política de la Revolución Francesa, que lleva al Parlamento a la máxima detentación y concentración del poder político, en sí mismo y directamente; no hay otro representante de la voluntad popular que el Parlamento y esta representación le legitima para ejercer sin mediaciones el poder por delegación del pueblo; el Parlamento es el titular único de un poder político indivisible; la división de poderes es una idea atentatoria a la esencia del Parlamento, titular de todo el poder político y único ejerciente del mismo; el Parlamento es a un tiempo órgano que dicta las leyes, que administra y que se convierte él mismo en sala de justicia. Puesto que en el Parlamento reside todo el poder, es el Parlamento quien designa a todos los cargos públicos.


    El jacobinismo, que es una suerte de dictadura del Parlamento, contraviene uno de los pilares del Estado de Derecho, producto precisamente de la Revolución Francesa, de la que la citada concepción política es una de sus ideologías radicales: el principio de la división e independencia de los poderes del Estado frente a la idea de que todos los poderes se concentren en un solo órgano, aun cuando sea tan relevante como el Parlamento. El jacobinismo supone la máxima expresión teórica de la soberanía del pueblo, pueblo tan soberano que él mismo organizado en Parlamento debe ejercer todos los poderes. En cambio, la democracia liberal separa titularidad y ejercicio: titular de la soberanía es el pueblo y solo el pueblo, pero el ejercicio de los poderes derivados de la misma debe ser encomendado a órganos separados e independientes, porque, de lo contrario, el pueblo soberano se convierte en dictador de sí mismo.


    Hoy en día, los partidos políticos, a través de los parlamentarios, que a ellos (y solo a ellos) deben su escaño, se han convertido en los grandes jacobinos de nuestra época. De ellos (y solo de ellos) dependen la política y los cargos de nuestro país; no hay política fuera de ellos. La política es el partido político. Pero el problema no estriba en esta absorción plena de la política y lo político en manos de los partidos sin que exista una esfera intermedia entre sus estructuras burocratizadas y los simples ciudadanos, sino en el modo de hacer dicha política. El partido político, en el paso de una democracia liberal a una democracia de partidos, se ha convertido en la instancia única del ejercicio del poder, actuando a través de sus acólitos, los disciplinados militantes, que ni siquiera disfrutan de garantías legales contra las élites partidistas y que saben que sus cargos dependen de su acatamiento a las mismas. El partido llega a todos los ámbitos del poder a través de los grandes tentáculos que representan sus acólitos y afines, a los que sabe colocar en los lugares oportunos: a uno en el Parlamento, a otro en el órgano rector del poder judicial, a un tercero en el mismísimo Tribunal Constitucional, a un cuarto en la Fiscalía General del Estado..., y así sucesivamente.


    Hemos pasado de la dictadura del General Franco a la dictadura de los partidos políticos. El partido que forma Gobierno, él solo o en coalición si no obtiene mayoría absoluta, domina en el Parlamento, en el Gobierno y en los altos tribunales de justicia. ¿Dónde está la línea de separación de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial? La práctica visualiza esta falta de independencia de los poderes del Estado con casos clamorosos, como el caso del actual Presidente del Tribunal Constitucional que compatibilizaba su condición de magistrado de este tribunal con su militancia en el PP, facilitando la petición de nulidad de muchas sentencias en las que tomó parte.


    El problema no reside en el partido, en sí mismo, sino en su omnipresencia y omnipotencia en todas las esferas de los poderes públicos. Un partido no puede controlar y ser controlado a la vez; no puede controlar como legislador y ser controlado como Gobierno. En estas circunstancias, el control político se convierte en una farsa. Las garantías de un control político real pasan por cuatro presupuestos, inexistentes actualmente en la política española:


    a) que los miembros de los órganos de control —judiciales y parajudiciales, cualesquiera sean sus competencias— no sean políticos (la fórmula frecuente de la baja en el partido poco antes de ocupar el órgano de control es una burla de la exigencia de independencia de dicho órgano);


    b) que la propuesta de candidatos para los órganos de control no corresponda a los partidos, directamente o a través de sus hombres destacados en las instituciones;


    c) un riguroso examen público en las instituciones y ante los medios de comunicación de los curricula de los candidatos, antes de su designación; y


    d) votación secreta de todos los candidatos propuestos.


    No hay independencia de los poderes públicos en nuestro país, del que dice la Constitución, en su primer artículo, es un Estado social y democrático de Derecho. Y no la hay porque en cualquier esfera de poder público acecha, incansable y vigilante, el gran jacobino, que parecía abatido en la Revolución Francesa: el partido político.


    9. PROPUESTA


    Para obtener una plena división y autonomía de los poderes públicos sería necesaria una reforma a fondo del ordenamiento jurídico público de nuestro país. No es ése el objetivo de mi propuesta, bastante más limitada y concretada en reformas puntuales al hilo de la exposición realizada. Si el legislador español hiciera caso de esta propuesta, mucho mejoraría la independencia de los poderes públicos y derivadamente las garantías y derechos de los ciudadanos.


    Desde que el PP obtuvo mayoría absoluta, de conformidad con los compromisos de su programa político, se ha iniciado un Pacto por la Justicia, con la finalidad de consensuar un acuerdo entre las fuerzas políticas, para mejorar la situación precaria que atraviesa la justicia española. Tema crucial de este pacto es la reforma del método de selección de los miembros del Consejo General del Poder Judicial, donde han sido tres las posiciones: a) la de quienes prefieren seguir con el sistema actual de nombramiento a través del Parlamento; b) la de quienes optan por el sistema antiguo de selección interna del propio poder judicial; y c) la de los que prefieren un sistema mixto: una preselección por el poder judicial de una lista cerrada, de la que a su vez los parlamentarios extraerían los miembros definitivos del Consejo General.


    Esta última opción es la que se ha impuesto definitivamente a la luz del acuerdo existente en las formaciones políticas. Durante varios meses, nuestros parlamentarios han dado muestra del mismo lamentable mercadeo de candidatos sobre la lista de los seleccionados por los jueces en su proceso electoral interno que el que era habitual, y al que ya nos tenía acostumbrado, cuando ellos solos elegían al completo y sin mediaciones los componentes del Consejo General del Poder Judicial. Después de muchas vicisitudes, llegó la lista definitiva en octubre de 2001..., y todavía estuvo a punto de peligrar por una intervención cáustica del vicepresidente Rato, que molestó a las filas del PSOE. Que una intervención parlamentaria ponga en la cuerda floja a la composición del primer órgano de la justicia es para dar qué pensar. La mejor ilustración de la «independencia» del poder judicial. A día de hoy, pasados los años, todo sigue igual.


    La opción a) ya ha sido criticada anteriormente, porque pone a la justicia en manos de los partidos políticos a través de sus «representantes» en el hemiciclo parlamentario. La nueva opción c) entraña poner algunos obstáculos a la opción a), sin resolver el problema, pues siempre tendrían los parlamentarios, es decir, los partidos políticos a través de ellos, la última palabra en la designación; es una limitada opción de parcheo. La opción b) es la más conveniente por las razones ya expresadas, que comportaría la reforma del art. 112.1, 2 y 3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
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